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I. RESUMEN
1. El 2 de noviembre de 2011, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición y una solicitud de medidas cautelares presentados por Elizabeth Peiffer y Reprieve (en adelante, “los peticionarios”) contra Estados Unidos de América (en adelante, “el Estado” o “Estados Unidos”). La petición fue presentada en nombre de Iván Teleguz (en adelante, “la presunta víctima” o “el señor Teleguz”), quien se encuentra privado de libertad y condenado a muerte en el estado de Virginia.

2. Los peticionarios afirman que la ejecución del señor Teleguz constituirá una privación arbitraria de la vida. Sostienen, entre otros, que los funcionarios estatales no le informaron sobre su derecho a la notificación consular, que le negaron el derecho a un abogado competente y eficaz, y que los fiscales ocultaron pruebas cruciales y presentaron falso testimonio. Alegan además que el sistema de revisión no cumple con los estándares internacionales de justicia y debido proceso; que la inyección letal, tal como se usa actualmente en Virginia, expondrá al señor Teleguz a un riesgo inaceptable e innecesario de muerte tortuosa; y que el sistema de clemencia en Virginia no cumple los requisitos mínimos de justicia. Los peticionarios sostienen que estos hechos constituyen violaciones de los artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante “la Declaración Americana”). A la fecha de aprobación del presente informe, el Estado no ha presentado sus observaciones.
3. El 20 de marzo de 2012, durante su 144o período ordinario de sesiones, la CIDH examinó los argumentos de los peticionarios sobre la cuestión de la admisibilidad y, sin prejuzgar el fondo del asunto, decidió admitir los reclamos contenidos en la presente petición relacionados con los artículos I, XVIII, XXIV, XXV (con respecto a las denuncias de trato inhumano en lo que se refiere al método de ejecución) y XXVI de la Declaración Americana y continuar el análisis del fondo del caso. También resolvió publicar el Informe de admisibilidad No 16/12 e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
4. En el presente informe, luego de haber analizado la posición de los peticionarios, la Comisión Interamericana concluye que Estados Unidos violó los artículos I (derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona), XVIII (derecho de justicia), XXIV (derecho de petición), XXV (derecho de protección contra la detención arbitraria) y XXVI (derecho a proceso regular) de la Declaración Americana en lo que respecta a Iván Teleguz. Por consiguiente, si el Estado lleva a cabo la ejecución del señor Teleguz, estaría cometiendo también una violación grave e irreparable del derecho básico a la vida reconocido por el artículo I de la Declaración Americana.

II.
TRÁMITE POSTERIOR AL INFORME No 16/12
5. El 2 de abril de 2012, la CIDH remitió el Informe de Admisibilidad No 6/12 al Estado y a los peticionarios. De conformidad con su Reglamento, la Comisión Interamericana estableció un plazo de tres meses para que los peticionarios presentaran observaciones adicionales sobre el fondo y, al mismo tiempo, se puso a disposición de las partes con miras a iniciar una posible solución amistosa del asunto. 
6. El 11 de mayo de 2012, los peticionarios presentaron observaciones adicionales sobre el fondo. El 14 de mayo de 2012, la CIDH remitió al Estado las partes pertinentes de dichas observaciones y le dio como plazo hasta el 29 de junio de 2012 para que formulara sus propias observaciones, de acuerdo con el artículo 37(3) del Reglamento. No se recibió respuesta del Estado dentro del plazo estipulado.
Medidas cautelares

7. El 22 de diciembre de 2011 la CIDH notificó al Estado que se habían otorgado medidas cautelares a favor de la presente víctima, y solicitó la suspensión de la ejecución hasta que se haya pronunciado sobre el fondo de la petición. 
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES 

A.
Posición de los peticionarios
8. Los peticionarios indican que el señor Teleguz fue declarado culpable y condenado a muerte en 2006 sobre la base de testimonio falso y poco fiable según el cual él había encargado el asesinato de su ex novia, Stephanie Sipe, y había pagado por el mismo. Según los peticionarios, la fiscalía afirmó que, en 2001, el señor Teleguz contrató a Michael Hetrick y Edwin Gilkes para que asesinaran a la señora Sipe a fin de no tener que pagar pensión alimenticia a su hijo.
9. Afirman que este caso se basó principalmente en el testimonio de los señores Hetrick y Gilkes, las dos personas directamente implicadas en el asesinato, y en el testimonio de Aleksey Safanov, quien indicó que el señor Teleguz había tratado antes de contratarlo para que asesinara a la señora Sipe. Los peticionarios señalan que la única prueba fue el testimonio obtenido por la fiscalía a cambio de tratos con los testigos para evitar sanciones severas y que dos de los tres testigos que declararon contra el señor Teleguz admitieron posteriormente que algunas partes cruciales de su testimonio eran falsas.
10. Los peticionarios argumentan que el señor Teleguz no recibió garantías estrictas y rigurosas de un juicio imparcial y que su ejecución constituirá una privación arbitraria de la vida. En ese sentido, afirman que hay firmes pruebas de la inocencia de la presunta víctima, que los funcionarios estatales no le informaron sobre su derecho a la notificación consular en violación del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, que al señor Teleguz le asignaron un abogado incompetente, que los fiscales ocultaron pruebas cruciales y presentaron falso testimonio, que el sistema de revisión no satisface los estándares internacionales de justicia y debido proceso, que el señor Teleguz será ejecutado utilizando un método que no ha sido probado y que lo expone a un riesgo inaceptable e innecesario de muerte tortuosa, que el sistema de clemencia en Virginia no cumple los requisitos mínimos de justicia y que la aplicación de la pena de muerte en Virginia es arbitraria y notoriamente incongruente. 

11. Por último, los peticionarios señalan que el señor Teleguz probablemente sea ejecutado en septiembre de 2012. De acuerdo con una declaración jurada presentada por Elizabeth Peiffer, copeticionaria y abogada nombrada para representar al señor Teleguz en las actuaciones posteriores a su condena, su caso está pendiente ante el Tribunal de Apelaciones de Estados Unidos para el Quinto Circuito, y se prevé que el tribunal dicte sentencia definitiva en julio de 2012. Si el tribunal falla en contra del señor Teleguz, eso significaría, según los peticionarios, que el estado de Virginia programaría su ejecución para septiembre de 2012, aproximadamente.
1.
Subsistencia de duda respecto a la culpabilidad
12. Los peticionarios sostienen que no hay pruebas que vinculen físicamente al señor Teleguz con el delito y que el señor Teleguz fue declarado culpable principalmente sobre la base de testimonio que ahora ha sido retractado, desacreditado o que fácilmente podría haber sido desacreditado por un abogado competente en el juicio inicial. Presentan, como prueba de la inocencia del señor Teleguz, dos declaraciones juradas en las cuales el señor Gilkes admite que mintió cuando acusó a la presunta víctima de pagarle para que asesinara a la señora Sipe.
13. Los peticionarios afirman que una investigación más minuciosa realizada después de la condena reveló una gran cantidad de información que indicaba que el señor Teleguz fue declarado culpable con base en falsedades y que, como mínimo, se pidió a los miembros del jurado que llegaran a un veredicto sin tener conocimiento de importante información fáctica que implicaba a otros en el asesinato. 
14. Señalan que no se cuestiona que el señor Hetrick asesinó a la señora Sipe y que el señor Teleguz no estaba presente. En febrero de 2003, el señor Safanov, quien alegadamente necesitaba negociar con la fiscalía una declaración de culpabilidad que le fuese favorable respecto a cargos federales pendientes, y cuya credibilidad fue descrita por un agente como “una porquería”, implicó al señor Teleguz en la muerte de la señora Sipe. Si bien implicó además al señor Gilkes, habrían pasado varios meses antes que la policía tratara de interrogarlo.
15. Según los peticionarios, al ser interrogado, el señor Gilkes primero negó tener conocimiento del asunto y luego implicó al señor Hetrick. Meses después, la policía habría hablado con el señor Hetrick y le habría indicado que podía ser condenado a muerte por el asesinato de la señora Sipe, que la policía había pasado tres años rastreando al señor Teleguz en relación con dicho caso, que él era la persona que querían y que el señor Hetrick tenía que cooperar en el caso. Los peticionarios sostienen que los funcionarios policiales habían supuesto durante tanto tiempo que la presunta víctima estaba involucrada en el asesinato de la señora Sipe que hicieron caso omiso de toda la información que apuntaba hacia otra explicación del crimen.
16. Los peticionarios señalan que, al señor Teleguz no se le permitió presentar prueba, no se le otorgó una audiencia probatoria, ni se le proporcionaron los medios para que formulara sus alegatos. Indican que, cuando se interpuso un recurso de hábeas corpus federal, el Tribunal de Distrito de Estados Unidos para el Distrito Occidental de Virginia denegó la petición de hábeas corpus de la presunta víctima sin celebrar una audiencia y sin permitir que el señor Teleguz presentara prueba.
17. Por lo tanto, según los peticionarios, subsisten dudas con respecto a la culpabilidad del señor Teleguz. Aunque alegan que esta duda es sustancial, su argumento es que cualquier duda en un caso de pena de muerte es motivo para que la ejecución viole el artículo I de la Declaración Americana, así como las normas internacionales pertinentes.
2. Derecho a la notificación consular
18. Los peticionarios indican que al señor Teleguz se le negó el derecho establecido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares a que se le informara sin demora acerca de su derecho a notificar a las autoridades consulares de Ucrania sobre su arresto. A pesar que el formulario del Departamento de Policía de Harrisonburg indicaba que el señor Teleguz había nacido en Ucrania y era de nacionalidad ucraniana, los funcionarios estatales no le habrían informado sobre el derecho a la notificación consular hasta casi un año después de su arresto.

19. Los peticionarios sostienen que las autoridades locales, a pesar de que sabían muy bien que el señor Teleguz no era ciudadano estadounidense, no le explicaron qué era un funcionario consular ni la forma en que el consulado podía ayudarle, y tampoco le preguntaron si deseaba que se notificara a funcionarios consulares de Ucrania sobre su arresto.
20. Si se hubiera notificado debidamente a la presunta víctima y al Gobierno de Ucrania sobre sus derechos establecidos en la Convención de Viena, el Gobierno de Ucrania, según los peticionarios, hubiera podido proporcionar asistencia al abogado del señor Teleguz en una investigación exhaustiva del caso y de sus antecedentes, además de facilitar la investigación y la obtención de prueba atenuante, localizar a familiares y amigos en Ucrania y explicar los antecedentes culturales e históricos del caso.
21. Concluyen que, debido a la falta de notificación, Estados Unidos perjudicó de manera sustancial el juicio del señor Teleguz, especialmente la etapa del establecimiento de la pena. Los peticionarios argumentan que dicha falta de notificación ha afectado de manera fundamental la justicia de las actuaciones y constituye una violación del derecho del señor Teleguz a la notificación consular.
3.
Derecho a una defensa eficaz
22. Los peticionarios afirman que al señor Teleguz le negaron el derecho a contar con un abogado competente y eficaz en el juicio. Sostienen que la ineptitud del abogado nombrada por el Estado
 comprometió gravemente la justicia del juicio del señor Teleguz y que ese fue un factor importante, o incluso el más importante, que llevó a que lo declararan culpable y lo condenaran a muerte.

23. Refiriéndose a un artículo escrito por William J. Brennan, entonces magistrado de la Corte Suprema de Estados Unidos, los peticionarios señalan que desde hace tiempo se tiene conocimiento que los indigentes acusados de delitos punibles con pena de muerte en Estados Unidos suelen tener una representación judicial inadecuada
. En el presente caso, el abogado de la defensa habría estado muy por debajo de los estándares requeridos en casos de pena de muerte. 
24. Los peticionarios remiten a la CIDH a los errores, omisiones y negligencia de la defensa señaladas en una petición enmendada de hábeas corpus presentada ante el Tribunal de Distrito de Estados Unidos para el Distrito Occidental de Virginia el 20 de noviembre de 2010. Entre dichos errores y omisiones se señala, entre otros, que no se impugnó a los principales testigos de cargo, que no se abordó de forma razonable la prueba de la peligrosidad futura ni se impugnaron las acusaciones falsas e inflamatorias de la fiscalía, que no se usaron pruebas fáciles de obtener para refutar las acusaciones de peligrosidad futura hechas por la fiscalía y que no se investigaron debidamente ni se presentaron pruebas atenuantes que eran fáciles de obtener.

25. En la petición enmendada, el abogado del señor Teleguz alega que, si la defensa durante el juicio hubiera actuado de manera competente, los tres testigos habrían sido objeto de una impugnación. La petición indica que, al cabo de varios años de intensa investigación de las actividades delictivas del señor Safanov, una fuente policial federal llegó a la conclusión de que su credibilidad era “una porquería”. Se afirma que el abogado defensor tenía en su poder esta conclusión pero no hizo nada al respecto dado que no leyó dicha parte del expediente. Además, de acuerdo con la petición, el señor Safanov estaba acusado de infracción de leyes federales en materia de armas de fuego con posible condena a varios años de reclusión. Sin embargo, después de cooperar con los fiscales en el caso Teleguz, fue sentenciado a un año y un día de prisión. Cuando el abogado actual de Teleguz lo contactó varios años después, el señor Safanov habría admitido que el punto más importante de su testimonio, es decir, su aseveración de que la presunta víctima le confesó a Safanov que había contratado al hombre que asesinó a la señora Sipe, era mentira.
26. Con respecto al señor Hetrick, la petición enmendada indica que proporcionó uno de los pilares centrales de los argumentos de la fiscalía cuando declaró que había participado en el asesinato porque el señor Teleguz se lo pidió en la fiesta de cumpleaños de Dave Everhart. Sin embargo, el señor Teleguz no estuvo en dicha fiesta, hecho que testigos fácilmente disponibles, como el propio señor Everhart, podrían haber confirmado. El abogado del señor Teleguz presuntamente tomó conocimiento de esta prueba antes del juicio y del hecho que el señor Everhart estaba dispuesto a declarar como testigo. Además, en la petición se afirma que el señor Gilkes admitió posteriormente que algunas partes clave de su testimonio eran falsas. Al respecto, habría dicho que “la fiscal [lo] hizo declarar de esa forma, y si [él] no lo hubiera hecho, ella [lo] habría mandado al corredor de la muerte” y que la fiscal le indicó lo que quería que él dijese en relación con varios puntos. 

27. Además, los peticionarios afirman que el desempeño del abogado durante toda la etapa de culpabilidad del juicio de Teleguz fue totalmente deficiente y que el equipo de la defensa era disfuncional y estaba cargado de dramatismo interpersonal. El abogado principal se habría ausentado de la Defensoría de Casos de Pena Capital durante tres semanas, dejando en manos de investigadores sin experiencia la tarea de preparar el caso del señor Teleguz para el juicio, por su cuenta y sin orientación. Asimismo, según los reclamos formulados en la petición enmendada, a pesar de la información que obraba en poder del abogado en el sentido de que era posible que otras personas hubieran contratado a Gilkes y Hetrick, el abogado presuntamente no investigó este asunto.

28. Además, el abogado del señor Teleguz sostiene en la petición que la especialista en atenuantes era nueva y no tenía experiencia, y que hasta ese momento nunca había trabajado en un caso de pena de muerte. Asimismo, el abogado principal no se habría reunido con ella ni con el resto del equipo y no le proporcionó orientación con respecto a la elaboración de los atenuantes en el caso de Teleguz. 

29. Con respecto al hecho alegado de que no se abordó de manera razonable la prueba de la peligrosidad futura, en la petición enmendada el abogado del señor Teleguz señala que la fiscal argumentó, sin prueba alguna pero sin que la defensa formulara una objeción, que Teleguz constituiría un peligro en el futuro porque podría dar órdenes por teléfono desde la cárcel para que se asesinara a más personas. En consecuencia, en la etapa del establecimiento de la pena, el jurado concluyó que existía la circunstancia agravante de peligrosidad futura. El abogado del señor Teleguz también indica que la Corte Suprema ha descrito la oportunidad de refutar las predicciones de los fiscales con respecto a la peligrosidad futura como “requisito elemental del debido proceso” (Skipper c/ South Carolina, 476 U.S. 1,5 n.1 (1986)).

30. Además, el abogado del señor Teleguz adjuntó a la petición una declaración jurada de la evaluación de riesgo realizada por un perito y psicólogo, la cual ilustraría la prueba que la defensa podría haber presentado al jurado si el abogado hubiera solicitado un perito en evaluación de riesgo. Agregan que existe una probabilidad razonable de que por lo menos un miembro del jurado hubiera concluido que la pena de muerte no era la sanción apropiada si el abogado se hubiera desempeñado de manera razonable al abordar el argumento de la peligrosidad futura presentado por la fiscalía.
31. Asimismo, los peticionarios afirman que el abogado no investigó debidamente ni presentó las pruebas necesarias a los miembros del jurado sobre la base de una comprensión exacta y completa de la historia de Teleguz, sus antecedentes y carácter, incluido el control totalitario soviético y la persecución generalizada que la familia de Teleguz sufrió en Ucrania. En la petición enmendada, el abogado del señor Teleguz afirma que la defensa no consultó a peritos. Sin dicha asistencia, el abogado no habría podido investigar de manera adecuada las circunstancias de la vida de Teleguz, ya que faltó a su deber de entrevistar debidamente o incluso contactar a testigos importantes. Asimismo, el abogado no habría investigado debidamente los problemas de violencia doméstica, alcoholismo, pobreza y presiones étnicas, sociológicas y económicas.

32. Por lo tanto, según los peticionarios, la ineptitud del abogado tanto en la etapa de culpabilidad o inocencia como en la etapa del establecimiento de la pena viola los derechos del señor Teleguz al debido proceso de conformidad con los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.

4.
Mal desempeño de la fiscalía
33. Los peticionarios argumentan que los fiscales permitieron que el señor Gilkes presentara falso testimonio sobre un presunto asesinato cometido en Pensilvania en el que supuestamente había estado involucrado el señor Teleguz. Sin embargo, no habría ninguna constancia de que dicho asesinato haya ocurrido. Los peticionarios afirman que, pese a ello, los fiscales llevaron al jurado a creer que el señor Teleguz había participado en un asesinato motivado por la falta de pago de una deuda.

34. Asimismo, los peticionarios sostienen que los fiscales ocultaron información de agencias federales y estatales que mostraba que el señor Teleguz no estaba involucrado en la mafia rusa, al mismo tiempo que utilizaron su supuesta conexión con la mafia para lograr que lo condenaran a muerte.

35. En la petición enmendada presentada ante el Tribunal de Distrito de Estados Unidos, el abogado del señor Teleguz afirmó que los fiscales no revelaron importantes pruebas favorables a la presunta víctima con respecto al testimonio del señor Moore, quien declaró que había visto al señor Teleguz salir del apartamento de la señora Sipe aproximadamente un día antes que se encontrara su cadáver. Además, argumentan que los fiscales aprovecharon dicha supresión de prueba favorable al presentar al señor Moore como vecino desinteresado, creíble y preocupado. Sin embargo, el jurado no habría tomado conocimiento que la cooperación del señor Moore se obtuvo a cambio de inmunidad para que no se le enjuiciara por su conducta delictiva. Asimismo, los miembros del jurado no habrían sido informados que el señor Ferguson, quien estuvo presente junto con Moore la noche de la supuesta identificación, le dijo expresamente al investigador que no era el señor Teleguz a quien había visto salir del apartamento de la señora Sipe.

36. Las pruebas y el testimonio presentados en la audiencia posterior al juicio habrían demostrado que la prueba suprimida por el Estado era favorable para el acusado. Por lo tanto, el abogado del señor Teleguz alegó que existe una probabilidad razonable que, de haberse dado a conocer dicha prueba a la defensa, el resultado de la audiencia hubiera sido diferente.

37. El abogado del señor Teleguz también argumentó que el gobierno suprimió pruebas que formaban parte de las declaraciones efectuadas por los señores Safanov y Gilkes. En tal sentido, señalan que el investigador grabó solamente una parte de su entrevista con el señor Gilkes y que, en las actuaciones posteriores a la declaración de culpabilidad, el señor Gilkes reveló que “había hablado con el detective Whitfield antes de que comenzara la grabación”. Habría explicado además que “así fue como se enteró que era Iván a quien querían en ese caso”.

38. Asimismo, los fiscales no habrían revelado información, incluida información en poder de agencias estatales y federales que colaboraron en el enjuiciamiento de Teleguz, de que él no tenía ninguna relación conocida o involucramiento con “la mafia rusa”. Según los reclamos formulados en la petición, a pesar de esta falta de prueba, el fiscal indicó reiteradamente a los miembros del jurado que el señor Teleguz tenía importantes conexiones con la mafia rusa, con la supuesta intención de respaldar el argumento de que cometería actos delictivos de violencia que constituirían una amenaza grave y persistente para la sociedad.

39. Según los peticionarios, esta falta de conducta de los fiscales llevó a un juicio viciado e injusto violando los derechos del señor Teleguz de conformidad con los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.

5.
Derecho de revisión y restricciones procesales
40. En sus reclamos, los peticionarios sostienen que, debido a las estrictas restricciones procesales en la consideración de pruebas nuevas, el proceso de revisión es vano y resulta sumamente difícil corregir los errores cometidos durante el juicio. Según los peticionarios, las revisiones limitadas únicamente a cuestiones de derecho, en oposición a un examen del derecho y de los hechos, podría no cumplir con los requisitos de la garantía del derecho de recurrir a un tribunal superior.
41. Los peticionarios hacen referencia a un estudio sobre de la pena de muerte aplicada en Virginia realizado por la Comisión Conjunta de Auditoría y Revisión (JLARC por sus siglas en inglés) de la Asamblea General de Virginia en 2001
. Dicho estudio estableció que la revisión judicial en Virginia se caracteriza por una revisión limitada de la sentencia en sede de apelación directa y por la adhesión a restricciones procesales en los procedimientos posteriores a la condena. Los peticionarios afirman que el reciente fallo de la Corte Suprema en Cullen contra Pinholster, 131 S. Ct. 1388 (2011), restringe aun más la revisión solicitada por un sentenciado que no tuvo la oportunidad de presentar un reclamo ante un tribunal estatal, al exigir que el tribunal federal muestre deferencia a un tribunal estatal que no vio la prueba nueva e ignore dicha prueba al considerar la decisión del tribunal estatal. Sostienen que dicha postura restrictiva es totalmente contraria a las normas más estrictas del debido proceso que se aplican a un caso de pena de muerte.
42. Asimismo, los peticionarios hacen referencia a un informe de la Unión Estadounidense por las Libertades Civiles (ACLU por sus siglas en inglés) en el cual se proporciona información adicional sobre las deficiencias del proceso de apelación en Virginia
. Los peticionarios resaltan la evaluación que hace el informe de la doctrina de la preclusión procesal y el efecto pernicioso de la Ley Antiterrorista y de Efectiva Aplicación de la Pena de Muerte (AEDPA por sus siglas en inglés).

43. El informe señala que, en los juicios penales, si un abogado no interpone una objeción, se considera que ha “renunciado” por lo que no puede plantear dicho asunto en la apelación. Sin embargo, si resulta evidente que el abogado erró al no formular una objeción y que ese error afectó sustancialmente los derechos de su cliente, el tribunal generalmente considera el fondo del asunto incluso si no se presentó la objeción. En Virginia, no obstante, los tribunales no seguirían dicha doctrina llamada del “gravamen irreparable” (plain-error doctrine)
. 
44. Además, según la doctrina de la preclusión procesal planteada por primera vez en Slayton contra Parrigan, 215 Va. 356, 366 (1996), un abogado que interpone debidamente una objeción en un juicio pero que después no la interpone en la apelación no puede plantear el asunto en una actuación posterior a la condena. En el informe de la ACLU se señala también que una ley de Virginia extiende el alcance de esta regla aun más, al establecer que un reclamo que no se plantee en un recurso inicial de hábeas corpus no puede formularse en una petición subsiguiente. Por último, el informe menciona que, a raíz del fallo de la Corte Suprema de Estados Unidos en Coleman contra Thompson, los tribunales federales no pueden revisar casos que hayan sido desestimados por lso tribunales estatales por motivos procesales
.
45. Con respecto a la AEDPA, el informe señala que esta ley menoscaba la potestad de los tribunales federales de otorgar recursos al requerir que concedan una deferencia extrema al fallo de los tribunales estatales en casos de pena de muerte. Por consiguiente, de acuerdo con la AEDPA, los tribunales federales ya no realizan una revisión independiente de cuestiones constitucionales en el ámbito federal sino que consideran solamente si la decisión “era contraria a una ley federal claramente establecida o implicaba una aplicación irrazonable de la misma, según lo dispuesto por la Corte Suprema de Estados Unidos”. Por lo tanto, de conformidad con el informe, una determinación errónea de los hechos puede constituir la base para interponer un recurso de hábeas corpus en una instancia federal solo si dicho error es “irrazonable” 
.
46. Otra regla que, de acuerdo al informe, influye en la doctrina de la preclusión procesal es el límite de 50 páginas para los alegatos que se presentan ante la Corte Suprema de Virginia. En el informe se indica que, aunque no es raro que se limite el número de páginas, lo que es poco común es la extrema renuencia de la Corte a autorizar un número mayor de páginas, lo cual es una práctica frecuente en otros estados. Esta renuencia, de acuerdo al informe, es particularmente sorprendente en los casos de pena de muerte, en los cuales reviste fundamental importancia que las decisiones estén exentas de todo error constitucional
.
47. En relación con el presente caso, los peticionarios afirman que el juez federal no tuvo en cuenta gran parte de la prueba sustancial debido a las restricciones procesales y a una deferencia excesiva a las malas decisiones de los tribunales estatales impuesta por la AEDPA y por el fallo en el caso Pinholster. En ese sentido, señalan que el juez de la instancia federal ante la cual se interpuso el recurso de hábeas corpus indicó claramente que, debido a las restricciones impuestas a su labor, su revisión del caso era “sumamente limitada”.
6.
Método de ejecución
48. Los peticionarios indican que el Código de Virginia establece que las ejecuciones deben realizarse por electrocución o por inyección letal y que, respecto al segundo método, establece solamente que las ejecuciones por inyección letal “será permitidas de acuerdo con lo procedimientos establecidos por el Departamento
”. Agregan que los procedimientos a los que se hace referencia en la ley son confidenciales y pueden ser modificados arbitrariamente. Indican que, sin embargo, habría salido a la luz información nueva, sumamente perturbadora, con respecto a la supuesta ilegalidad, incompetencia y falta de cuidado en la administración de la inyección letal en Virginia. 
49. Según los peticionarios, si bien los fármacos y los procedimientos utilizados en dicho estado son secretos, existe prueba sustancial de que en Virginia, al igual que en casi todos los estados, se usa el protocolo de tres fármacos establecido originalmente cuando se introdujo la inyección letal en Estados Unidos. Agregan que la escasez mundial de tiopental sódico llevó a los verdugos en Virginia a reemplazar dicho fármaco con pentobarbital, el cual nunca se había usado en ese estado.
50. Los peticionarios afirman que el uso de pentobarbital en ejecuciones no ha sido probado y que, ni el fabricante ni ninguna otra autoridad médica o científica, tiene pruebas de que pueda usarse de manera segura y eficaz para inducir un coma anestésico en seres humanos. Cuando el pentobarbital no actúa según lo previsto, el reo sufriría una asfixia involuntaria seguida de una intensa y atroz quemazón en las venas mientras se encuentra plenamente consciente pero completamente paralizado. 
51. Además, los peticionarios argumentan que los investigadores han descubierto que, en Virginia, la inyección letal es administrada por personas que no han recibido capacitación en la administración de anestesia. Alegan que, al preparar y llevar a cabo ejecuciones por inyección letal, el Departamento de Correcciones de Virginia y sus empleados han efectuado estos procedimientos sin licencia o autorización específica y de manera incorrecta y riesgosa. 

52. En ese sentido, argumentan que el Director del Departamento ha ordenado la administración de una dosis de pentobarbital que es 50% más baja que la usada en los departamentos correccionales de otros estados y ha establecido un período de espera después de la inyección de solamente 30 segundos para que el pentobarbital surta efecto. Según los peticionarios, ese tiempo es mucho menor que el utilizado en otros estados y la mitad del tiempo indicado en los documentos que el Departamento Correccional habría utilizado como base para establecer el período de espera. Además, presuntamente ningún integrante del equipo a cargo de la ejecución asegura que el pentobarbital haya surtido efecto y anestesiado al reo. Los peticionarios afirman que las inyecciones subsiguientes de pancuronio y cloruro de potasio causarían un dolor atroz si el anestésico no surte efecto.
53. Asimismo, los peticionarios argumentan que el pancuronio actúa como paralizante, afectando todos los músculos que se mueven voluntariamente, pero no surte ningún efecto en la conciencia, el raciocinio o la sensación. Este fármaco presuntamente crea un riesgo inaceptable de sufrimiento extremo e innecesario porque impide que el reo exprese o muestre el dolor que está sintiendo concientemente durante el procedimiento. Indican que la normativa de la Asociación de Veterinarios del Estado de Virginia prohíben implícitamente el uso de pancuronio para la eutanasia de animales.
54. Por lo tanto, los peticionarios sostienen que Estados Unidos permitirá que el señor Teleguz sea ejecutado por medio de una inyección letal sin ninguna indicación oficial de los fármacos que se utilizarán, el procedimiento que se seguirá, la dosis que se usará o la idoneidad, la capacitación y las funciones de los distintos miembros del equipo que se encargará de la ejecución. Asimismo, según los peticionarios, la ley permite que se modifique el protocolo según las circunstancias del caso, dando a los verdugos de la presunta víctima discreción prácticamente ilimitada para actuar como les parezca.
55. Los peticionarios concluyen que el hecho de que no se dé a conocer la manera precisa en la cual será ejecutado el señor Teleguz y de que él no pueda por lo tanto examinar o impugnar la naturaleza del castigo viola el artículo XXIV de la Declaración Americana y lo coloca en una situación de peculiar y terrible incertidumbre. Según los peticionarios, al exponer al señor Teleguz de manera innecesaria y temeraria a tales riesgos, así como al temor terrible y el tormento mental que los acompañan, el Estado ha violado su derecho a un trato humano y a no ser sometido a tortura ni a un trato cruel, inhumano, infamante y degradante, de acuerdo con los artículos I, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
7.
Injusta revisión de las solicitudes de clemencia en Virginia
56. En sus reclamos, los peticionarios sostienen que la revisión de los pedidos de clemencia en Virginia no se ajusta a las garantías mínimas de justicia requeridas por el artículo XXVI de la Declaración Americana. Indican que, en virtud del artículo V, párrafo 12, de la Constitución de Virginia y de la sección 53.1-229 del Código de Virginia, el gobernador está facultado para conmutar sentencias de pena de muerte y otorgar indultos o suspender la ejecución de sentencias. Los peticionarios afirman que esta facultad está librada a una discreción ilimitada del gobernador.
57. Asimismo, los peticionarios sostienen que, en 2001, hasta la propia Comisión de Auditorías de la Asamblea General de Virginia expresó gran preocupación con respecto a la justicia del proceso de clemencia y que, en la actualidad, sigue siendo un proceso cerrado y arbitrario. Además, califican de escandaloso el hecho que el gobernador Robert F. McDonnell, quien tiene un poder tan absoluto sobre la vida o la muerte del señor Teleguz, es también la persona que, en calidad de Procurador General, estuvo a cargo de la acción del Estado para ejecutarlo. Según los peticionarios, desde cualquier punto de vista, eso constituye un conflicto de intereses inaceptable e imposibilita que el proceso de clemencia en relación con el señor Teleguz sea mínimamente justo o algo más que una mera formalidad.
58. Los peticionarios afirman también que el proceso de clemencia en Virginia ofrece incluso menos salvaguardias que el de Texas, ya que está casi totalmente desestructurado. En ese sentido, afirman que la naturaleza del proceso de clemencia in Virginia es hermética y, al final, la decisión sobre el indulto depende únicamente de la autoridad y discreción del gobernador. Por consiguiente, el gobernador tiene total discreción para decidir si se investigarán, y de qué forma, las cuestiones planteadas en un pedido de indulto y si se tomará una determinación al respecto.
8.
La pena de muerte en Virginia
59. Los peticionarios argumentan que, en Virginia, la pena de muerte se aplica de manera arbitraria y está librada a una discreción excesiva de los fiscales. Indican que, en la mencionada revisión realizada por la Comisión Conjunta de Auditoría y Revisión, se observó que, como consecuencia de la discreción con que cuenta la fiscalía, algunos casos prácticamente idénticos habían sido tratados de manera diferente en lo que respecta a la imposición de la pena de muerte
.
60. Asimismo, esta vaga discreción estaría también implícita en las leyes del estado sobre la pena de muerte en tres sentidos. Primero, en el Código de Virginia, sección 19.2-264.4(C), que establecería una prueba que es incomprensible e imposible de cumplir, cuyo efecto es dar al jurado discreción ilimitada para emitir el veredicto que le parezca
.
61. Segundo, la misma vaguedad y términos confusos podría verse en la agravante de vileza que se aplica en Virginia. En la petición enmendada presentada ante el Tribunal de Distrito de Estados Unidos, el abogado del señor Teleguz indica que la legislación de Virginia en materia de pena de muerte establece dos agravantes, de las cuales al menos una debe ser probada más allá de toda duda razonable para que un acusado sea elegible para la aplicación de la pena de muerte: la “peligrosidad futura” y la “vileza”. Ésta última requiere que el estado de Virginia demuestre que la conducta del acusado “en la perpetración del delito del cual se le acusa fue escandalosamente y gratuitamente vil, horrible o inhumana ya que implicó tortura, depravación de la mente o lesión agravada a la víctima”. Según lo que afirma el abogado del señor Teleguz, la agravante de vileza, incluidos sus subelementos, no proporciona normas objetivas ni suficiente orientación detallada para evitar el riesgo sustancial de la imposición arbitraria y caprichosa de una pena de muerte.
62. Tercero, los peticionarios sostienen que la facultad de la Corte Suprema de Virginia para revisar sentencias de muerte a fin de determinar si son excesivas o desproporcionadas es ineficaz e injusta. En ese sentido, sostienen que la Corte Suprema de Virginia no tiene en cuenta las circunstancias de los delitos punibles con pena de muerte en los cuales no se impuso dicha pena y que sus decisiones sobre proporcionalidad se basan en casos en los cuales se revocó la sentencia o en casos cuyo fallo se basó en un mal precedente. Asimismo, la Corte Suprema de Virginia compararía casos basándose en las mismas agravantes, pero debido a la vaguedad de la “vileza” y de la “peligrosidad futura”, tal comparación carece de sentido. Los peticionarios señalan que la Corte nunca revocó una pena de muerte sobre la base de la proporcionalidad. Por consiguiente, concluyen que la revisión es somera, en general de no más de un párrafo, y se basa en una serie de citas en lugar de considerar los hechos correspondientes al presente caso.
63. Basándose en las denuncias precedentes, los peticionarios afirman que el sistema de pena de muerte de Virginia no salvaguarda los derechos más básicos del señor Teleguz al debido proceso y a la aplicación justa, imparcial, objetiva o uniforme de la pena de muerte, lo cual viola sus derechos en el marco de los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.
B.
Posición del Estado
64. La CIDH no ha recibido ninguna información ni observaciones del Estado sobre las denuncias del señor Teleguz. 
IV. HECHOS PROBADOS
A.
Marco jurídico relevante
65. En el artículo 104 de la Ley Antiterrorista y de Efectiva Aplicación de la Pena de Muerte (AEDPA) se establece lo siguiente
:
Se enmienda el artículo 2254 del título 28 del Código de Estados Unidos:
[…]
3) insertando después del inciso c el nuevo inciso siguiente:

d) No se aceptará una solicitud de hábeas corpus presentada en nombre de una persona en custodia de conformidad con la sentencia de un tribunal estatal en relación con un reclamo sobre cuyo fondo se haya pronunciado un tribunal estatal, salvo que el fallo en la materia:
1) haya resultado en una decisión contraria a una ley federal claramente establecida o haya implicado una aplicación irrazonable de la misma, según la Corte Suprema de Estados Unidos; o

2) haya resultado en una decisión basada en una determinación irrazonable de los hechos a la luz de las pruebas presentadas en las actuaciones ante el tribunal estatal;

4) enmendando el inciso e, tal como quedó redesignado por el párrafo 2, para que diga lo siguiente:

e)1) En las actuaciones iniciadas por una solicitud de auto de hábeas corpus presentada por una persona que esté en custodia de conformidad con la sentencia de un tribunal estatal, se supondrá que la determinación de un asunto fáctico tomada por un tribunal estatal es correcta. Recaerá en el solicitante la carga de refutar la presunción de corrección por medio de pruebas claras y convincentes.

2) Si el solicitante no explica la base fáctica de un reclamo en las actuaciones ante un tribunal estatal, el tribunal no realizará una audiencia probatoria sobre el asunto a menos que el solicitante demuestre que:
A) el reclamo se basa en:
i) una regla nueva del derecho constitucional que antes no existía y que se aplica de manera retroactiva a casos que estén siendo revisados por la Corte Suprema; o

ii) un fundamento fáctico que no se hubiera podido descubrir anteriormente actuando con la debida diligencia; y
B) los hechos en que se basa el reclamo bastarían para demostrar, con pruebas claras y convincentes, que, si no fuera por un error constitucional, ningún investigador razonable de los hechos habría concluido que el solicitante era culpable del delito determinante; […]
66. En el Código de Virginia, sección 53.1-229 (Facultades del gobernador), se indica lo siguiente:

[…]

De conformidad con las disposiciones de la sección V, artículo 12, de la Constitución de Virginia, el gobernador está facultado para conmutar la pena capital y otorgar indultos o suspender la ejecución de sentencias.

67. En el Código de Virginia, sección 53.1-234 (Traslado del reo; forma en que debe ejecutarse la pena de muerte; quiénes deben estar presentes), se establece lo siguiente: 
[…] 

El Director o los ayudantes que él designe, a la hora indicada en la sentencia, salvo que se ordene la suspensión de la ejecución, harán que el reo condenado a muerte sea electrocutado o se le inyecte una sustancia letal hasta que muera. El método de ejecución será escogido por el reo. En caso de que el reo se niegue a escoger el método por los menos quince días antes de la fecha programada para la ejecución, la ejecución se efectuará por inyección letal. Se permitirá la ejecución por inyección letal de acuerdo con los procedimientos establecidos por el Departamento. En la ejecución estarán presentes el Director o un ayudante, un médico empleado por el Departamento o su ayudante, cualesquiera otros empleados del Departamento que el Director requiera y por lo menos seis ciudadanos que no podrán ser empleados del Departamento. Además, podrán estar presentes el abogado del reo y un clérigo. 

68. En el artículo 36 (Comunicación y contacto con ciudadanos del Estado emisor) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares se establece lo siguiente:
1. Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares relacionadas con los nacionales del Estado que envía:

a) los funcionarios consulares podrán comunicarse libremente con los nacionales del Estado que envía y visitarlos. Los nacionales del Estado que envía deberán tener la misma libertad de comunicarse con los funcionarios consulares de ese Estado y de visitarlos;

b) si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado cuando, en su circunscripción, un nacional del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la persona arrestada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida sin demora por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a la persona interesada acerca de los derechos que se le reconocen en este apartado;

c) los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado que envía que se halle arrestado, detenido o en prisión preventiva, a conversar con él y a organizar su defensa ante los tribunales. Asimismo, tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que envía que, en su circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso en cumplimiento de una sentencia. Sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir en favor del nacional detenido, cuando éste se oponga expresamente a ello.

2. Las prerrogativas a las que se refiere el párrafo 1 de este artículo se ejercerán con arreglo a las leyes y reglamentos del Estado receptor, debiendo entenderse, sin embargo, que dichas leyes y reglamentos no impedirán que tengan pleno efecto los derechos reconocidos por este artículo.

B.
Jurisprudencia nacional pertinente
69. En Coleman contra Thompson, otro caso de pena de muerte, la Corte Suprema de Estados Unidos sostuvo que los reclamos de Coleman presentados por primera vez en un recurso de hábeas corpus estatal no estaban sujetos a revisión ente un tribunal federal
: 
a) Debido […] al requisito de que los estados tienen la primera oportunidad para corregir sus propios errores, los tribunales federales generalmente no pueden revisar la denegación por un tribunal estatal del reclamo constitucional presentado por un preso estatal si la decisión del tribunal se basa en una preclusión procesal estatal independiente de la cuestión federal que sea suficiente para respaldar la continuación del encarcelamiento. 

[…]

e) En todos los casos en que un preso estatal no cumpla los requisitos procesales para plantear reclamos federales ante en un tribunal estatal de conformidad con una regla procesal estatal independiente y adecuada, no se podrá efectuar una revisión federal a menos que el reo pueda demostrar el incumplimiento de los requisitos procesales y que sufrió un daño real como consecuencia de la presunta infracción de la ley federal o que pueda demostrar que, si no se consideran los reclamos, se cometerá una injusticia fundamental. […]
f) El argumento de Coleman de que fue por error de su abogado que no interpuso a tiempo la apelación del recurso de hábeas corpus ante el tribunal estatal no constituye un justificativo en el marco de la norma precedente. En Carrier, supra, en el párrafo 488, se estable que el error del abogado puede constituir un justificativo solo si implica asistencia ineficaz del abogado, en violación de la Sexta Enmienda. Como no existe un derecho constitucional a tener un abogado en las actuaciones estatales posteriores a la condena (véase, por ejemplo, Pensilvania c/ Finley, 481 U.S. 551), un peticionario no puede alegar asistencia constitucionalmente ineficaz del abogado en tales actuaciones (véase Wainwright c/ Torna, 455 U.S. 586). […]
70. En Cullen contra Pinholster, otro caso de pena de muerte, la Corte Suprema de Estados Unidos dictaminó que la revisión de acuerdo con la sección 2254(d)(1) del Código de Estados Unidos se limita al expediente que obraba en poder del tribunal estatal que se pronunció sobre el fondo del reclamo
:
a) Tal como ha sido enmendada por la Ley Antiterrorista y de Efectiva Aplicación de la Pena de Muerte de 1996 (AEDPA), la sección 2254 establece varios límites a la facultad de un tribunal federal para otorgar el hábeas corpus a un preso estatal. En lo que concierne a este caso, “no se aceptará” un reclamo “sobre cuyo fondo se haya pronunciado un tribunal estatal” “salvo que el fallo” “1) haya resultado en una decisión contraria a una ley federal claramente establecida o haya implicado una aplicación irrazonable de la misma” o “2) haya resultado en una decisión basada en una determinación irrazonable de los hechos a la luz de las pruebas presentadas en las actuaciones ante el tribunal estatal” (sección 2254[d]). Esta norma “difícil de cumplir” (Harrington c/ Richter, 562 U. S. ___, ___) y “sumamente deferente [...] exige que se dé el beneficio de la duda a las decisiones de los tribunales estatales” (Woodford c/ Visciotti, 537 U. S. 19, 24). Los términos retrospectivos de la sección 2254(d)(1) —“haya resultado en” y “haya implicado”— requieren un examen de la decisión del tribunal estatal al momento en que fue emitida. De ello se desprende que el expediente en revisión también se limita al expediente que existía en ese momento, es decir, el expediente que obraba en poder del tribunal estatal. Esta interpretación deriva del “contexto general de la ley en conjunto”, que demuestra la intención del Congreso de encauzar los reclamos de los presos primero a los tribunales estatales (Robinson c/ Shell Oil Co., 519 U. S. 337, 341). También es compatible con los precedentes de esta Corte, que ponen de relieve que la revisión de acuerdo con la sección 2254(d)(1) se centra en lo que el tribunal estatal sabía e hizo. Véase, por ejemplo, Lockyer c/ Andrade, 538 U. S. 63, 71–72. Asimismo, concuerda con el fallo en Schriro c/ Landrigan, 550 U. S. 465, 474, en el cual se explicó que no se requiere que un tribunal federal ante el cual se interponga un recurso de hábeas corpus realice una audiencia probatoria cuando el expediente del tribunal estatal “impide el otorgamiento de hábeas corpus” en virtud de las limitaciones establecidas en la sección 2254(d). El Tribunal del Noveno Circuito interpretó erróneamente los fallos en los casos Williams c/ Taylor, 529 U. S. 420, y Holland c/ Jackson, 542 U. S. 649, al entender que apoyaban la opinión contraria (págs. 8-12).

b) Este dictamen no implica que la sección 2254(e)(2), que limita la discreción de los tribunales federales ante los cuales se interpongan recursos de hábeas corpus para aceptar pruebas nuevas en una audiencia probatoria, sea superflua. Como mínimo, la sección 2254(e)(2) aún restringe su discreción en relación con reclamos sobre cuyo fondo no se haya pronunciado un tribunal estatal. Aunque a veces los presos estatales pueden presentar pruebas nuevas en un tribunal federal, el sistema legal establecido por la AEDPA crea fuertes desincentivos al respecto (págs. 13-14).

[…]

b) El fallo en el caso Strickland c/ Washington, 466 U. S. 668, muestra la ley federal claramente establecida que se aplica en este caso. A fin de superar la fuerte presunción de que el abogado ha actuado de manera competente (íd., pág. 690), un acusado debe mostrar que el abogado no actuó “de manera razonable en vista de todas las circunstancias” (íd., pág. 688) y debe probar que existe la “probabilidad razonable de que, si no hubiera sido por los errores profesionales del abogado, el resultado de las actuaciones habría sido diferente” (íd., pág. 694). Por lo tanto, en este caso la revisión es “doblemente deferente” (Knowles c/ Mirzayance, 556 U. S. ___, ___) y requiere un examen “sumamente deferente” del desempeño del abogado (Strickland, supra, pág. 689), realizado a través de la “lente deferente” de la sección 2254(d)” (Mirzayance, supra, párr. ___, n. 2., págs. 16-18). 

C.
Procedimientos estatales y federales
71. Con respecto a las actuaciones en instancias estatales y federales en el caso del señor Teleguz, tras un examen exhaustivo de los argumentos y las pruebas presentados por las partes, la Comisión concluye que se han probado los siguientes hechos
:

Procedimientos estatales
· El señor Teleguz fue arrestado en Pensilvania el 1 de julio de 2004 y posteriormente fue extraditado a Virginia. Le asignaron un abogado y fue sometido a juicio por jurado en el Tribunal de Circuito del Condado de Rockingham. El 9 de febrero de 2006, el jurado declaró al señor Teleguz culpable de asesinato por recompensa, punible con la pena de muerte. El 14 de febrero de 2006, el jurado dictaminó que el castigo que debía aplicarse al señor Teleguz era la muerte. El tribunal que conoció el caso emitió una sentencia definitiva el 20 de julio de 2006, condenando a muerte al señor Teleguz de conformidad con el veredicto del jurado. 
· El señor Teleguz apeló la condena y la sentencia ante la Corte Suprema de Virginia, la cual afirmó por unanimidad la declaración de culpabilidad y la sentencia el 20 de abril de 2007
. El 21 de mayo de 2007 presentó una petición de revisión de la causa, que fue denegada el 22 de junio de 2007. La presunta víctima presentó una solicitud de certiorari ante la Corte Suprema de Estados Unidos, la cual fue denegada el 19 de febrero de 2008, y presentó una petición de revisión de la causa, que también fue denegada el 14 de abril de 2008.

· Se le asignó al señor Teleguz un abogado para los procedimientos posteriores a la condena y el 20 de abril de 2008 interpuso un recuso de hábeas corpus ante la Corte Suprema de Virginia. El recurso de hábeas corpus estatal contenía ocho reclamos, entre ellos los de inocencia, asistencia letrada ineficaz y que el Estado no había presentado pruebas exculpatorias y había ocultado información, y solicitó la asistencia de peritos, la presentación de pruebas y una audiencia probatoria. El 15 de enero de 2010, la Corte Suprema de Virginia rechazó la petición porque los reclamos no cumplían el test del doble requisito de “desempeño” o de “daño” enunciado en Strickland contra Washington, 466 U.S. 668, 687 (1984), o porque el reclamo excedía el alcance de la revisión del recurso de hábeas corpus
. 
· El 16 de febrero de 2010, la presunta víctima presentó una petición de revisión de la causa, que fue denegada el 22 de abril de 2010. Posteriormente, el Tribunal de Circuito del Condado de Rockingham programó la ejecución del señor Teleguz para el 21 de junio de 2010. 
Procedimientos federales
· El 14 de junio de 2010, el señor Teleguz presentó una moción ante el Tribunal de Distrito de Estados Unidos para el Distrito Occidental de Virginia para suspender la ejecución programada, para notificar su intención de interponer un recurso de hábeas corpus y una moción solicitando la designación de un abogado. El Tribunal de Distrito de Estados Unidos designó a un abogado y suspendió la ejecución hasta que se tomara una determinación con respecto al recurso de hábeas corpus interpuesto por el señor Teleguz a nivel federal.
· En una petición enmendada de hábeas corpus presentada el 6 de diciembre de 2010, el señor Teleguz alegó doce razones para que se le otorgara el hábeas corpus con respecto a los siguientes reclamos: asistencia ineficaz del abogado en la etapa de culpabilidad y de establecimiento de la pena; violación de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares; supresión por la fiscalía de pruebas favorables para el señor Teleguz; uso de falso testimonio por el Estado; inocencia; instrucciones incorrectas al jurado; falta de destitución de un miembro del jurado con causa; denegación por el tribunal de primera instancia de la petición de aplazamiento del juicio e inconstitucionalidad de la pena de muerte en Virginia
. El Tribunal de Distrito de Estados Unidos desestimó la petición. En la opinión emitida el 1 de agosto de 2011, el juez federal concluyó que “tal como el Congreso y la Corte Suprema han señalado claramente, la revisión de un caso penal estatal por un juez federal es sumamente limitada, incluso en los casos como este que implican la máxima sanción penal impuesta por la sociedad
”.
· El caso del señor Teleguz está pendiente actualmente ante la Cámara de Apelaciones de Estados Unidos para el Cuarto Circuito
.

72. Asimismo, en una declaración jurada presentada a la CIDH, Edwin Gilkes afirma lo siguiente
:
La mayor parte de mi testimonio [a la fiscalía] fue un invento. Antes de que yo declarara, Marsha Garst y el investigador Whitfield me dijeron que tenía que decir que Teleguz era responsable del asesinato de la señora Sipe. Dejaron en claro que, si no lo hacía, sería yo quien estaría hoy en el corredor de la muerte, en vez de Teleguz, de modo que hice lo que tenía que hacer para seguir vivo e inventé el testimonio contra Teleguz.

[…]

Ya no tengo ninguna razón para mentir sobre esto. […] Realmente pensaba que, como yo inventé todo, los tribunales se darían cuenta y a él le conmutarían la pena de muerte.
V. ANÁLISIS DE DERECHO
A.
Asuntos preliminares
73. Antes de iniciar su análisis sobre el fondo del caso de Iván Teleguz, la Comisión Interamericana considera oportuno reafirmar lo sostenido anteriormente respecto al grado de escrutinio más riguroso que debe efectuarse en los casos de delitos punibles con la pena de muerte. El derecho a la vida ha sido ampliamente reconocido como el derecho humano supremo y como conditio sine qua non para el goce de otros derechos. 

74. Ello da lugar a la especial importancia de la obligación de la CIDH de cerciorarse de que toda denegación de la vida que surja de la aplicación de la pena de muerte se ajuste estrictamente a los requisitos establecidos en los instrumentos pertinentes del sistema interamericano de derechos humanos, entre ellos la Declaración Americana. Ese examen más pormenorizado es compatible con el enfoque restrictivo adoptado por otros órganos internacionales de defensa de los derechos humanos en casos de imposición de la pena de muerte
, y la Comisión Interamericana lo ha expuesto y aplicado en casos anteriores de pena de muerte presentados ante ella
.
75. Tal como ha explicado la Comisión Interamericana, este estándar de revisión es la consecuencia necesaria de la pena específicamente en cuestión y del derecho a un juicio justo y a todas las garantías del debido proceso relacionadas
:
debido en parte a su carácter irrevocable e irreversible, la pena de muerte es una forma de castigo que se diferencia sustancialmente y en grado de otros medios de castigo, por lo cual reclama una certeza particularmente rigurosa en la determinación de la responsabilidad de una persona por un delito que comporta la pena de muerte
.
76. La CIDH ha afirmado asimismo que tiene competencia para aplicar el examen del escrutinio más estricto y que no está limitada por la “fórmula de la cuarta instancia”, según la cual, en principio, no examina las sentencias dictadas por tribunales nacionales que actúen dentro del ámbito de su competencia y con las debidas garantías judiciales. En ese sentido, la CIDH señala que la fórmula de la cuarta instancia no le impide considerar los casos en los cuales las denuncias de los peticionarios impliquen una posible violación de cualquiera de los derechos enunciados en la Declaración Americana
.
77. Por consiguiente, la Comisión Interamericana examinará las denuncias de los peticionarios en el presente caso con un criterio más riguroso a fin de cerciorarse en particular de que el Estado haya respetado debidamente el derecho a la vida, el derecho al debido proceso y el derecho a un juicio imparcial establecidos en la Declaración Americana.
B.
Derecho de justicia y derecho a proceso regular (artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana)

78. La Declaración Americana garantiza el derecho de todas las personas a un juicio imparcial y al debido proceso legal, de la siguiente forma: 

Artículo XVIII. Derecho de justicia
Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.

Artículo XXVI. Derecho a proceso regular
Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable.

Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas.
1. Derecho a la notificación y asistencia consular
79. Los peticionarios alegan que los funcionarios estatales, a pesar de estar plenamente conscientes que el señor Teleguz no era ciudadano estadounidense, no le informaron sobre su derecho a la notificación consular hasta casi un año después de su arresto. Afirman que el Gobierno de Ucrania habría podido proporcionar asistencia al abogado del señor Teleguz y que, al no haber notificado, Estados Unidos causó un perjuicio sustancial al derecho de la presunta víctima a un juicio justo, especialmente en la etapa del establecimiento de la pena.
80. La Comisión determinó en casos anteriores que podría considerar la medida en que un Estado parte ha cumplido los requisitos del artículo 36 de la Convención de Viena a efectos de evaluar el cumplimiento por dicho Estado de los derechos de un ciudadano extranjero al debido proceso de acuerdo con los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana. Por lo tanto, es procedente considerar el cumplimiento del artículo 36 de la Convención de Viena al interpretar y aplicar las disposiciones de la Declaración Americana a un ciudadano extranjero que haya sido arrestado, enjuiciado o puesto en custodia en espera de juicio, o detenido de alguna otra manera por dicho Estado
. 
81. En ese sentido, la Comisión ha señalado que “el incumplimiento de las obligaciones derivadas del artículo 36 de la Convención de Viena es un factor que es necesario evaluar junto con todas las demás circunstancias de cada caso a fin de determinar si un acusado disfrutó de un juicio justo
“.
82. Además, en los “Principios y buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas de libertad en las Américas” adoptados por la Comisión en 2008 se establece lo siguiente: 
Las personas privadas de libertad en un Estado Miembro de la Organización de los Estados Americanos del que no fueren nacionales, deberán ser informadas, sin demora y en cualquier caso antes de rendir su primera declaración ante la autoridad competente, de su derecho a la asistencia consular o diplomática, y a solicitar que se les notifique de manera inmediata su privación de libertad. Tendrán derecho, además, a comunicarse libre y privadamente con su representación diplomática o consular
. 

83. La importancia de la notificación consular está también reflejada en guías prácticas tales como la adoptada respecto al derecho al debido proceso de los ciudadanos extranjeros en casos de pena de muerte por el Colegio de Abogados de Estados Unidos, una organización nacional de abogados de Estados Unidos, que ha indicado en sus directrices para la designación y el desempeño del abogado defensor en casos de pena de muerte que:
[a] menos que el abogado predecesor ya lo haya hecho, el abogado que represente a un ciudadano extranjero deberá 1) informar de inmediato al cliente sobre su derecho a comunicarse con la oficina consular pertinente; y 2) obtener el consentimiento del cliente para contactar a la oficina consular. Después de obtener el consentimiento, el abogado debe ponerse en contacto de inmediato con la oficina consular del cliente e informarle sobre la detención o el arresto del cliente […]

84. Teniendo en cuenta lo que antecede, la CIDH concluye que la obligación del Estado en consonancia con el artículo 36.1 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de informar a Iván Teleguz sobre su derecho a la notificación y asistencia consulares constituía un componente fundamental de las normas relativas al debido proceso al cual tenía derecho de acuerdo con la Declaración Americana. Por lo tanto, el incumplimiento de esta obligación del Estado privó a la presunta víctima de un proceso penal que se ajustara a los estándares mínimos de debido proceso y juicio justo establecidos en los artículos XVIII y XXVI de la Declaración.
2. Ineficacia de la asistencia letrada nombrada por el Estado
85. Los peticionarios sostienen que la ineficacia del abogado de oficio tanto en la etapa de culpabilidad o inocencia como en la etapa de del establecimiento de la pena del juicio del señor Teleguz fue un factor importante que llevó a que lo declararan culpable y lo condenaran a muerte. Argumentan que, si el abogado nombrado para el juicio lo hubiera defendido de manera competente, cada uno de los principales testigos de cargo hubieran sido objeto de impugnación y se hubiera descubierto su falta de credibilidad. 
86. Los peticionarios agregan que, si el abogado se hubiera desempeñado de manera razonable al confrontar el argumento presentado por la fiscalía en relación con la peligrosidad futura solicitando que un perito evaluara el riesgo, existe una probabilidad razonable de que por lo menos un miembro del jurado hubiera concluido que la pena de muerte no era la sanción apropiada. Asimismo, sostienen que el abogado principal se ausentó de la Defensoría de Casos de Pena Capital durante tres semanas, dejando en manos de investigadores sin experiencia la tarea de preparar por su cuenta el caso del señor Teleguz para el juicio. Además, los peticionarios alegan que la especialista en atenuantes era nueva y no tenía experiencia, y que hasta ese momento nunca había trabajado en un caso de pena de muerte.

87. La Comisión Interamericana ha señalado lo siguiente
:
El derecho al debido proceso y al juicio justo incluye el derecho a recursos adecuados para la preparación de la defensa y a una adecuada asistencia legal. La asistencia legal adecuada es un componente esencial del derecho a un juicio justo. 

[…]
El Estado no puede ser declarado responsable por todas las deficiencias en la conducta de la asistencia legal nombrada por el Estado. Sin embargo, cuando la ineficacia de dicha asistencia legal es puesta en conocimiento de las autoridades nacionales en forma manifiesta y suficiente, éstas están obligadas a intervenir […] El cumplimiento rigoroso del derecho de recibir patrocinio letrado competente es impuesto por la posibilidad de la aplicación de la pena de muerte. 

88. La CIDH ha establecido que “los requisitos fundamentales de debido proceso en el caso de juicios por delitos punibles con la pena capital incluyen la obligación de suministrar a un acusado la posibilidad plena y justa de presentar pruebas atenuantes para que se consideren al determinar si la pena de muerte constituye la sanción apropiada a las circunstancias de su caso”
. En ese sentido, también ha declarado que las garantías del debido proceso según la Declaración Americana: 
garantizan la posibilidad de presentar alegatos y pruebas sobre si la pena de muerte puede no ser permisible o adecuada a las circunstancias de su caso, frente a consideraciones tales como el carácter e historial de delincuente, los factores subjetivos que podrían haber motivado su conducta, el diseño y la forma de ejecución del delito en cuestión y la posibilidad de reforma y readaptación social del delincuente
.
89.  Cabe destacar que la naturaleza fundamental de esta garantía ha sido reflejada en guías prácticas para abogados.  El Colegio de Abogados de Estados Unidos ha preparado y adoptado directrices y comentarios conexos que ponen de relieve la importancia de investigar y presentar pruebas atenuantes en casos de pena de muerte
. En consonancia con esas directrices, la tarea del abogado en Estados Unidos de investigar y presentar pruebas atenuantes es ahora un deber “consagrado” y:
[d]ebido a que el juez que dicta sentencia en un caso de pena de muerte debe considerar entre los atenuantes “cualquier aspecto de la vida del acusado que vaya en contra de la procedencia de la pena de muerte para el acusado”, “los preparativos para la etapa de la sentencia requieren una investigación extensa y generalmente incomparable de los antecedentes personales y familiares”
. 

 

90. En las directrices también se recalca que “la investigación de los atenuantes debe comenzar cuanto antes, porque podría influir en la investigación de las defensas de la primera etapa (por ejemplo, al revelar otros asuntos sobre los cuales se podría interrogar a los agentes de policía o a otros testigos), las  decisiones sobre la necesidad de peritajes (incluida la competencia, el retraso mental o la demencia), la presentación de mociones y las negociaciones relativas a la contestación a la acusación
”.
91. Con respecto a las leyes de Estados Unidos, la Comisión ha reconocido que:
ofrecen amplias protecciones de debido proceso a las personas sujetas a actuaciones penales, que incluyen el derecho de representación legal efectiva costeada públicamente si una persona no puede pagar un abogado. Aunque es fundamental que estas protecciones estén previstas en la jurisdicción interna, también es necesario que los Estados se aseguren de que se proporcionen en la práctica en las circunstancias de cada acusado particular
.
 
92. En el presente caso, según la información presentada a los tribunales nacionales por el abogado del señor Teleguz designado con posterioridad a la condena, la defensa no leyó una parte del expediente que contenía la opinión de un agente federal sobre la credibilidad de uno de los testigos principales. También sostiene que el abogado tenía conocimiento que  existían pruebas de que el señor Teleguz no estuvo en la fiesta de Everhart y que el señor Everhart estaba dispuesto a declarar al respecto, pero la defensa no presentó dicho testimonio. Asimismo, a pesar de la información que obraba en poder del abogado de que era posible que los señores Gilkes y Hetrick hubieran sido contratados por otras personas, el abogado presuntamente no investigó este asunto. 
93. El abogado designado en la etapa poscondenatoria también sostuvo que la especialista en atenuantes era nueva y no tenía experiencia, y que hasta ese momento no había trabajado nunca en un caso de pena de muerte. Por último, afirmó que el abogado no investigó debidamente las circunstancias de la vida de la presunta víctima, ya que no entrevistó debidamente a testigos importantes y ni siquiera se puso en contacto con ellos. El Estado no ha controvertido los alegatos presentados por los peticionarios y no hay ninguna información en el expediente de la CIDH que las contradiga.
94. Considerando que uno de los requisitos fundamentales del debido proceso y de un juicio justo en casos de pena de muerte es la obligación de proporcionar asistencia legal adecuada y que la falta de presentación de prueba potencialmente exculpatoria en un caso capital constituiría una representación inadecuada, la Comisión Interamericana concluye que Estados Unidos violó el derecho del señor Teleguz al debido proceso y a un juicio justo de acuerdo con los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana.
3. Mal desempeño de la fiscalía
95. Los peticionarios argumentan que los fiscales llevaron a los miembros del jurado a creer que el señor Teleguz había participado en un asesinato en Pensilvania que nunca ocurrió. Agregan que los fiscales no revelaron amplias pruebas sustanciales que eran favorables para la presunta víctima. En ese sentido, señalan que, a pesar de la información que obraba en posesión de la fiscalía que indicaba que no se sabía que el señor Teleguz estuviera involucrado en la mafia rusa, el fiscal dijo reiteradamente a los miembros del jurado que el señor Teleguz tenía conexiones muy importantes con esa organización delictiva.

96.   Los peticionarios indicaron a la Comisión Interamericana y a los tribunales federales que los fiscales permitieron que el señor Gilkes presentara falso testimonio sobre la supuesta participación del señor Teleguz en un asesinato en Pensilvania, a pesar de que no consta que haya ocurrido tal asesinato. El Estado no ha impugnado esta declaración y la Comisión no cuenta con información que la contradiga.
97. La CIDH observa que, durante las actuaciones penales contra el señor Teleguz, él no fue declarado culpable del asesinato que, según el testimonio del señor Gilkes, tuvo lugar en Pensilvania. Sin embargo, la Comisión Interamericana debe recalcar que existe una distinción importante entre la presentación de pruebas de factores atenuantes y agravantes con respecto a las circunstancias de un acusado o su delito y un esfuerzo por atribuir a un acusado otros delitos graves que no han sido juzgados
.
98. Además, la CIDH subraya que el Estado tiene el deber de dar a conocer todas las pruebas exculpatorias que obren en su poder, así como información favorable para el acusado. En particular, en los casos de delitos punibles con la pena de muerte, el Estado tiene una obligación mayor de garantizar que no se retengan pruebas favorables para el acusado, ya que eso podría cambiar el desenlace del juicio y dar lugar a una privación arbitraria de la vida.
99. Con base en lo anterior, la Comisión Interamericana concluye que la conducta del Estado contribuyó a la imposición de la pena de muerte al señor Teleguz de una forma violatoria de su derecho a un juicio justo de acuerdo con el artículo XVIII de la Declaración Americana y de su derecho al debido proceso legal de acuerdo con el artículo XXVI de la Declaración.
4. Derecho de revisión y restricciones procesales
100. Los peticionarios alegan que, debido a las estrictas restricciones procesales para la consideración de pruebas nuevas, el proceso de revisión es vano y resulta sumamente difícil corregir los errores cometidos durante el juicio. Afirman que muchas pruebas sustanciales ni siquiera fueron consideradas por el juez federal debido a las restricciones procesales y a la deferencia excesiva a las decisiones erróneas de los tribunales estatales impuesta por la AEDPA. Según los peticionarios, las revisiones que, en lugar de examinar los hechos y el derecho se limitan solamente a este último, no satisfacen los requisitos de la garantía del derecho a recurrir a un tribunal superior.
101. El derecho de apelar una sentencia es una garantía básica del debido proceso a fin de evitar la consolidación de una situación de injusticia. En ese sentido, la CIDH ha declarado que “[l]as garantías del debido proceso también deben interpretarse en el sentido de incluir el derecho a una revisión o apelación efectivas de la determinación de que la pena de muerte es una sentencia adecuada en el caso dado
”. La finalidad del derecho de revisión es proteger el derecho a la defensa creando un recurso para evitar que un fallo viciado, que contenga errores que perjudiquen los intereses de una persona, se vuelva definitivo. El debido proceso legal carecería de eficacia sin el derecho de defensa en el juicio y la oportunidad de defenderse de una sentencia por medio de una revisión apropiada
.
102. De acuerdo con las normas elaboradas por el sistema interamericano de derechos humanos, un recurso debe ser eficaz, es decir, debe conducir al resultado o respuestas con el fin previsto, que es evitar la consolidación de una situación injusta. También debe ser accesible y no requerir el tipo de formalidades complejas que conviertan a este derecho en algo ilusorio
.
103. La eficacia de un recurso está estrechamente relacionada con el alcance de la revisión. El error judicial no se limita a la aplicación de las leyes, sino que puede producirse en otros aspectos del procedimiento, como la determinación de los hechos o la ponderación de las pruebas. Por lo tanto, la revisión será eficaz para alcanzar el fin para el cual fue concebido si posibilita una revisión de tales asuntos sin limitarse a priori a ciertos aspectos de las actuaciones judiciales
.
104. En ese sentido, la CIDH ha considerado que:
para garantizar el pleno derecho de defensa, dicho recurso debe incluir una revisión material en relación a la interpretación de las normas procesales que hubieran influido en la decisión de la causa, cuando hayan producido nulidad insanable o provocado indefensión, así como la interpretación de las normas referentes a la valoración de las pruebas, siempre que hayan conducido a una equivocada aplicación o a la no aplicación de las mismas
.
105. Con respecto a la accesibilidad del recurso, la Comisión ha considerado que, en principio, la reglamentación de ciertas exigencias mínimas para la procedencia del recurso no es incompatible con el derecho a recurrir el fallo. Algunos de esos requisitos son la presentación de la apelación misma o la reglamentación de un plazo razonable para interponerla. Sin embargo, en algunos casos, el rechazo de los recursos sobre la base del incumplimiento de requisitos formales establecidos legalmente o definidos en la práctica judicial podría ser violatorio del derecho a recurrir el fallo
.
106. Por último, la Comisión debe subrayar que tiene una obligación mayor de cerciorarse de que toda privación de la vida que se produzca como consecuencia de la aplicación de la pena de muerte respete estrictamente el derecho a un recurso oportuno, eficaz y accesible.
107. En el presente caso, el señor Teleguz apeló su condena y su sentencia ante la Corte Suprema de Virginia y posteriormente presentó una solicitud de certiorari ante la Corte Suprema de Estados Unidos. Luego interpuso un recurso de hábeas corpus estatal y otro federal, los cuales fueron denegados. Los peticionarios señalan que el Tribunal de Distrito de Estados Unidos para el Distrito Occidental de Virginia denegó el recurso de hábeas corpus interpuesto por la presunta víctima sin convocar a una audiencia y sin permitir que el señor Teleguz presentara pruebas. 
108. De acuerdo con los hechos probados, el juez federal, en la opinión emitida el 1 de agosto de 2011, concluyó que “[t]al como el Congreso y la Corte Suprema han señalado claramente, la revisión de un caso penal estatal por un juez federal es sumamente limitada, incluso en los casos como este que implican la máxima sanción penal impuesta por la sociedad”. En ese sentido, los peticionarios alegan que, debido a las restricciones procesales y a la deferencia excesiva a las decisiones erróneas de los tribunales estatales impuestas por la AEDPA, el juez federal no consideró muchas de las pruebas sustanciales.
109. Antes de 1996, las interpretaciones o aplicación de la ley federal por parte de las cortes estatales no eran vinculantes en subsiguientes hábeas corpus federales. Con la promulgación de la AEDPA, la doctrina del agotamiento fue modificada a fin de permitir que los tribunales federales desestimen peticiones infundadas, a pesar de que los tribunales estatales no hayan tenido la oportunidad de decidir si tienen mérito
. Por lo tanto, la AEDPA “limita la introducción de pruebas que no hayan sido presentadas a los tribunales estatales, a los casos en que las pruebas respalden un reclamo constitucional recientemente reconocido, que pueda hacerse valer retroactivamente, o a los casos en que no se haya podido presentar la prueba antes de manera razonable, pero solo si el peticionario demuestra de manera clara y convincente que, si no hubiera sido por el error constitucional demostrado con las nuevas pruebas, ningún jurado razonable hubiera hallado al peticionario culpable
”. 
110. Asimismo, en Cullen contra Pinholster, la Corte Suprema de Estados Unidos sostuvo que la revisión prevista en la AEDPA establece varios límites a la facultad de un tribunal federal para otorgar el hábeas corpus a un preso estatal y que esta revisión se limita al expediente que obraba en poder del tribunal estatal que se pronunció sobre el fondo del reclamo. El fallo dispone también que “[a]unque a veces los presos estatales pueden presentar pruebas nuevas en un tribunal federal, el sistema legal establecido por la AEDPA crea fuertes desincentivos al respecto”. Además, la Corte Suprema, refiriéndose al caso Strickland contra Washington, afirma que “[a] fin de superar la fuerte presunción de que el abogado ha actuado de manera competente (íd., pág. 690), un acusado debe mostrar que el abogado no actuó “de manera razonable en vista de todas las circunstancias” (íd., pág. 688) y debe probar que existe la “probabilidad razonable de que, si no hubiera sido por los errores profesionales del abogado, el resultado de las actuaciones habría sido diferente” (íd., pág. 694)”.
111. En opinión de la Comisión Interamericana, los procedimientos de revisión empleados en el caso del señor Teleguz no estuvieron sujetos a los estrictos estándares del debido proceso aplicables a casos de pena de muerte, ya que permitieron que se rechazaran ciertas pruebas sin una audiencia probatoria o sin un análisis sobre el fondo, tales como la alegada supresión por parte de la fiscalía de prueba favorable al señor Teleguz y la supuesta falsedad de partes claves del testimonio de dos testigos de cargo. 
112. A la luz de los mencionados estándares, es incompatible con los derechos a un juicio justo y al debido proceso legal enunciados en la Declaración Americana, que la revisión por un tribunal federal sea “sumamente limitada”, tal como la describió el juez federal en el presente caso. Toda persona condenada tiene derecho a solicitar una revisión de diversas cuestiones y a que un tribunal superior las analice efectivamente a fin de corregir posibles errores de interpretación, de ponderación de la prueba o de análisis. 
113. En vista de la índole irreversible de la pena de muerte, una revisión poscondenatoria a nivel federal limitada por las interpretaciones de los tribunales estatales y por su determinación de los hechos (“se supondrá que la determinación de un asunto fáctico tomada por un tribunal estatal es correcta
”) no cumple con los estándares interamericanos, de acuerdo a los cuales el derecho de revisión forma parte del conjunto de garantías procesales que aseguran el debido proceso legal.
114. La Comisión Interamericana concluye que, en vista de las limitaciones impuestas por las leyes federales y por la interpretación de los tribunales estadounidenses, el señor Teleguz no obtuvo una revisión exhaustiva de su condena a fin de corregir posibles errores y, por consiguiente, el Estado violó en detrimento del señor Teleguz el derecho enunciado en los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana. 
5. El proceso de clemencia en Virginia

115. Los peticionarios afirman que los gobernadores del estado de Virginia tienen discreción ilimitada para conmutar la sentencia de pena de muerte y otorgar indulto o suspender la ejecución de la sentencia. Agregan que, en el presente caso, el actual gobernador fue la persona que, en calidad de Procurador General, estuvo a cargo de la acción del Estado para ejecutar al señor Teleguz. Ello, según los peticionarios, constituye un conflicto de intereses inaceptable e imposibilita que la presunta víctima cuente con un proceso de clemencia que sea algo más que una mera formalidad. Además, indican que el proceso de clemencia en Virginia es secreto, prácticamente no está estructurado y la decisión depende únicamente de la autoridad y discreción del gobernador.
116. Según los estándares interamericanos de derechos humanos, el derecho a solicitar indulto o conmutación de la pena está sujeto a ciertas garantías mínimas de imparcialidad a fin de asegurar su respeto y goce efectivos
. Se ha afirmado que estos mecanismos de protección procesal “incluyen el derecho de los reclusos condenados de promover una solicitud de amnistía, indulto o conmutación de sentencia, de que se les informe cuándo considerarán su caso las autoridades competentes, de hacer declaraciones, en persona o a través de un abogado, a las autoridades competentes, y de recibir una decisión de dichas autoridades dentro de un plazo razonable antes de su ejecución
”. En particular, la CIDH ha establecido que “[e]n el caso de los procedimientos de clemencia cuando está pendiente la ejecución de una sentencia capital, las garantías mínimas de justicia que se le otorgan al solicitante deben incluir la oportunidad de una audiencia imparcial” 
.
117. De acuerdo a lo señalado en los hechos probados, en la sección 53.1-229 del Código de Virginia se dispone que “el gobernador está facultado para conmutar la pena capital y otorgar indultos o suspender la ejecución de sentencias”. Según la información disponible, el proceso de clemencia en Virginia no parece garantizar las protecciones procesales mínimas anteriormente citadas. En particular, el hecho de que la persona facultada para conmutar la sentencia de pena de muerte del señor Teleguz sea la misma persona que estuvo a cargo de su enjuiciamiento no cumple con las garantías mínimas de justicia tales como el derecho a ser oído por una autoridad imparcial. Teniendo en cuenta lo que antecede, la Comisión Interamericana concluye que el proceso de clemencia en Virginia no asegura el derecho a las garantías mínimas de justicia de conformidad con el artículo XXVI de la Declaración Americana.

118. Por último, los peticionarios sostienen que la pena de muerte se aplica de manera arbitraria en Virginia y que, como consecuencia de la discreción de la fiscalía, algunos casos prácticamente idénticos han sido tratados de manera diferente en lo que respecta a la imposición de la pena de muerte. En vista que se trata de una afirmación general que no tiene relación con los hechos del presente caso, la CIDH no cuenta con suficiente información para analizar este reclamo.
C.
Derecho al trato humano durante la privación de la libertad y a no recibir penas crueles, infamantes o inusitadas (artículos XXV y XXVI de la Declaración Americana)
119. En el tercer párrafo del artículo XXV y en el segundo párrafo del artículo XXVI de la Declaración Americana se dispone lo siguiente:
Artículo XXV. Derecho de protección contra la detención arbitraria
[…] Todo individuo que haya sido privado de su libertad […] Tiene derecho también a un tratamiento humano durante la privación de su libertad. 
Artículo XXVI. Derecho a proceso regular
Toda persona acusada de delito tiene derecho a […] que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas.
120. Según los peticionarios, los procedimientos para las ejecuciones por inyección letal en Virginia son confidenciales y pueden modificarse de forma arbitraria. Sin embargo, indican que hay pruebas sustanciales de que en Virginia, al igual que en casi todos los estados, se usa el protocolo de tres fármacos. En ese sentido, sostienen que no se ha probado el uso de pentobarbital, la primera sustancia, en ejecuciones y que no hay pruebas de que pueda usarse de manera segura y eficaz para inducir un coma anestésico en seres humanos. Asimismo, los peticionarios sostienen que la inyección letal es administrada por personas que no han recibido capacitación en la administración de anestesia y que las inyecciones subsiguientes de pancuronio y cloruro de potasio causarían un dolor atroz si el anestésico no surte efecto.
121. Los peticionarios argumentan también que el pancuronio crea un riesgo inaceptable de sufrimiento extremo e innecesario porque impide que el reo exprese o muestre el dolor que está sintiendo concientemente durante el procedimiento. En ese sentido, indican que la Asociación de Veterinaria del Estado de Virginia no autoriza el uso de pancuronio para la eutanasia de animales. Los peticionarios concluyen que el hecho de que no se dé a conocer la manera precisa en la cual morirá el señor Teleguz y de que él no pueda examinar o impugnar la índole del castigo lo coloca en una situación de peculiar y terrible incertidumbre.
122. La CIDH observa que en la sección 53.1-234 del Código de Virginia se dispone que “[l]as ejecuciones por inyección letal se permitirán de acuerdo con los procedimientos establecidos por el Departamento”. Según los peticionarios, estos procedimientos son confidenciales y pueden modificarse según las circunstancias del caso. En el expediente que obra en poder de la Comisión Interamericana no hay ninguna información que contradiga esa afirmación.
123. La CIDH observa que el requisito del debido proceso no se limita a las actuaciones anteriores y posteriores a la condena. La persona acusada o condenada de un delito tiene derecho a impugnar cada aspecto del procedimiento que afecte un derecho garantizado por la Declaración Americana, incluida la manera en que se aplicará la pena. En relación con dicho derecho a impugnar el procedimiento, en los casos de pena de muerte el Estado tiene una obligación mayor de cerciorarse de que la persona condenada a muerte tenga acceso a toda la información pertinente sobre la forma en que va a ser ejecutada. En particular, la persona condenada debe tener acceso a información sobre los procedimientos exactos que se seguirán, los fármacos y las dosis que se usarán para las ejecuciones por inyección letal y la composición del equipo a cargo de la ejecución, así como la capacitación de sus integrantes. Además, toda persona condenada a muerte debe tener la oportunidad de impugnar cada aspecto del procedimiento empleado en la ejecución.

124. Dado que el protocolo que se aplicará en la ejecución del señor Teleguz es confidencial, la presunta víctima fue privada de su derecho a impugnar la forma en que se planea llevar a cabo la ejecución, en violación de sus derechos de petición y al debido proceso establecidos respectivamente en los artículos XXIV y XXVI de la Declaración Americana. Además, al negarse a revelar el protocolo para la ejecución, el Estado está exponiendo al señor Teleguz a una angustia y un temor terribles que constituyen una violación del derecho a un trato humano y del derecho a que no se le impongan penas crueles, infamantes o inusitadas, enunciados en los artículos XXV y XXVI de la Declaración.
D.
Derecho a la vida (artículo I de la Declaración Americana)

125. En el artículo I de la Declaración Americana se establece lo siguiente:
Artículo I. Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona
Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.
126. Los peticionarios alegan que subsisten serias dudas respecto a la culpabilidad del señor Teleguz. Según el expediente que obra en poder de la CIDH, no hay pruebas que vinculen físicamente a la presunta víctima con el asesinato de la señora Sipe. La prueba principal en que se basó la condena del señor Teleguz fue el testimonio de tres testigos, dos de ellos cómplices en el asesinato, quienes aceptaron declarar a cambio de una reducción sustancial de las penas impuestas en relación con este delito o con otros.
127. Además, la investigación realizada tras la condena reveló que dos de los testigos de cargo admitieron posteriormente que algunas partes decisivas de su testimonio que implicaban al señor Teleguz eran falsas. En ese sentido, los peticionarios presentaron una declaración jurada del señor Gilkes en la cual admite que inventó la mayor parte de su testimonio por temor de que lo condenaran a muerte (“hice lo que tenía que hacer para seguir vivo e inventé el testimonio contra Teleguz
”). Además, como ya se dijo, a la presunta víctima se le negó una audiencia y toda forma de presentar pruebas en las instancias federales en las que interpuso un recurso de hábeas corpus.
128. Según la “fórmula de la cuarta instancia”, en principio la Comisión Interamericana no revisa las sentencias dictadas por tribunales nacionales que actúen dentro del ámbito de su competencia y con las debidas garantías judiciales. Eso se debe a que, en principio, la CIDH no está facultada para imponer su propia interpretación a las evaluaciones de los hechos efectuadas por órganos nacionales. Sin embargo, la fórmula de la cuarta instancia no le impide considerar los casos en los cuales las denuncias de los peticionarios impliquen una posible violación de cualquiera de los derechos enunciados en la Declaración Americana
. Esta excepción es mayor en los casos de imposición de la pena de muerte, en vista de su índole irreversible.
129. La Comisión Interamericana observa que compete a los tribunales nacionales, y no a la Comisión, interpretar y aplicar las leyes nacionales y, en el presente caso, determinar si la presunta víctima es inocente o culpable. Sin embargo, como ya se dijo, la CIDH debe cerciorarse de que toda denegación de la vida que surja de la aplicación de la pena de muerte cumpla estrictamente con los requisitos enunciados en la Declaración Americana.
130. Al examinar la información que consta en el expediente, la Comisión Interamericana concluye que la forma en que se manejaron ciertas pruebas relacionadas directamente a los fundamentos de la condena del señor Teleguz a la pena de muerte en el curso de las actuaciones penales, no cumplió con el riguroso estándar del debido proceso aplicable a los casos de pena de muerte y constituyó una denegación de justicia contraria a las normas en materia de juicio justo y debido proceso. Eso incluye en particular las revelaciones efectuadas durante las actuaciones poscondenatorias sobre el testimonio de los testigos de cargo, información que bien podría suscitar una duda razonable con respecto a la culpabilidad del señor Teleguz
. 
131. La CIDH ha sostenido que, cuando se ha violado el derecho a un juicio justo en actuaciones en las cuales se impone la pena de muerte, ejecutar a la persona de conformidad con esa sentencia sería una violación sumamente grave y deliberada del derecho a la vida enunciado en el artículo I de la Declaración Americana
. Por lo tanto, la CIDH concluye que la imposición de la pena de muerte en tales circunstancias constituiría una grave violación del derecho del señor Teleguz a la vida  reconocido en el artículo I de la Declaración Americana.
VI. ACCIONES SUBSIGUIENTES AL INFORME No. 74/12

132. El 20 de julio de 2012, la Comisión Interamericana aprobó el informe No. 74/12 sobre el fondo de este caso, el cual comprende los párrafos 1 a 131 supra, recomendando al Estado que:

1.
Otorgue a Iván Teleguz una reparación efectiva, incluida una revisión de su juicio de conformidad con las garantías del debido proceso y de un juicio justo consagradas en los artículos I, XVIII, XXIV y XXVI de la Declaración Americana;

2.
Revise sus leyes, procedimientos y prácticas a fin de que las personas acusadas de delitos punibles con la pena de muerte sean juzgadas y, de ser declaradas culpables, sentenciadas de conformidad con los derechos establecidos en la Declaración Americana, incluidos sus artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI;

3.
Asegurar que toda persona extranjera privada de libertad sea informada, sin demora y antes de rendir su primera declaración, de su derecho a la asistencia consular y a solicitar que se notifique a las autoridades diplomáticas de manera inmediata su privación de libertad; e

4.
Impulsar la aprobación urgente del proyecto de “Ley para el Cumplimiento de la Notificación Consular” (“CNCA” por sus siglas en inglés) que se encuentra pendiente ante el Congreso de los Estados Unidos desde 2011.
133. Asimismo, “en consideración de las violaciones a la Declaración Americana declaradas por la CIDH en el presente caso y en otros casos relativos a la aplicación de la pena capital, la Comisión Interamericana [recomendó] a Estados Unidos adoptar una moratoria de las ejecuciones de personas condenadas a la pena de muerte”
.
134. El 24 de julio de 2012 se transmitió el informe al Estado, con un plazo de dos meses para que éste informe a la Comisión Interamericana acerca de las medidas adoptadas para cumplir con sus recomendaciones.  En la misma fecha se transmitieron a los peticionarios las partes pertinentes del informe.

135. El 27 de julio de 2012, los peticionarios acusaron recibo de la comunicación de la Comisión Interamericana.  No se recibió respuesta del Estado acerca de las medidas adoptadas para cumplir con las recomendaciones contenidas en el informe No. 74/12. 
136.  El 19 de marzo de 2013 la Comisión Interamericana aprobó el Informe No. 4/13 conteniendo las conclusiones y recomendaciones finales indicadas infra. Con base en el artículo 47.2 de su Reglamento, el 23 de abril de 2013 la CIDH transmitió el informe a las partes para que presenten en el plazo de un mes información sobre el cumplimento de las recomendaciones finales. No se recibió respuesta dentro del plazo estipulado.

VII.  CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES FINALES
137. De conformidad con las consideraciones jurídicas y fácticas expuestas en el presente informe, la Comisión Interamericana concluye que Estados Unidos es responsable de la violación del derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona (artículo I), el derecho de justicia (artículo XVIII), el derecho de petición (artículo XXIV), el derecho de protección contra la detención arbitraria (artículo XXV) y el derecho a proceso regular (artículo XXVI), garantizados en la Declaración Americana, con respecto a Iván Teleguz. Por consiguiente, si el Estado lleva a cabo la ejecución del señor Teleguz, cometerá una violación grave e irreparable del derecho básico a la vida consagrado en el artículo I de la Declaración Americana.
138. Iván Teleguz es el beneficiario de medidas cautelares adoptadas por la Comisión Interamericana de acuerdo con el artículo 25 de su Reglamento. La Comisión Interamericana debe recordar al Estado que la ejecución de una sentencia de muerte en tales circunstancias no solo causaría un daño irreparable a la persona sino que también le denegaría el derecho a peticionar ante el sistema interamericano de derechos humanos, y que tal medida se opone a las obligaciones fundamentales en materia de derechos humanos de los Estados Miembros de la OEA de conformidad con la Carta de la Organización y los instrumentos emanados de ella
.

139. Con base en las consideraciones anteriores de hecho y de derecho, la CIDH concluye que el Estado no ha tomado medidas tendientes al cumplimiento con las recomendaciones contenidas en el informe de fondo de este caso. Por lo tanto,
LA COMISIÓN  INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS REITERA SUS RECOMENDACIONES DE QUE ESTADOS UNIDOS:

1.
Otorgue a Iván Teleguz una reparación efectiva, incluida una revisión de su juicio de conformidad con las garantías del debido proceso y de un juicio justo consagradas en los artículos I, XVIII, XXIV y XXVI de la Declaración Americana;

2.
Revise sus leyes, procedimientos y prácticas a fin de que las personas acusadas de delitos punibles con la pena de muerte sean juzgadas y, de ser declaradas culpables, sentenciadas de conformidad con los derechos establecidos en la Declaración Americana, incluidos sus artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI;

3.
Asegurar que toda persona extranjera privada de libertad sea informada, sin demora y antes de rendir su primera declaración, de su derecho a la asistencia consular y a solicitar que se notifique a las autoridades diplomáticas de manera inmediata su privación de libertad; e

4.
Impulsar la aprobación urgente del proyecto de “Ley para el Cumplimiento de la Notificación Consular” (“CNCA” por sus siglas en inglés) que se encuentra pendiente ante el Congreso de los Estados Unidos desde 2011.

140. Asimismo, en consideración de las violaciones a la Declaración Americana declaradas por la CIDH en el presente caso y en otros casos relativos a la aplicación de la pena capital, la Comisión Interamericana recomienda a Estados Unidos adoptar una moratoria de las ejecuciones de personas condenadas a la pena de muerte
.

VIII.
PUBLICACIÓN
141. Con base en las consideraciones presentadas, y de conformidad con el artículo 47.3 de su Reglamento, la CIDH decide publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.  La Comisión Interamericana, conforme a las normas de los instrumentos que rigen su mandato, seguirá evaluando las medidas adoptadas por los Estados Unidos respecto a las referidas recomendaciones hasta que determine que las mismas se han cumplido de forma plena.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 15 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión.
( La comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en el debate y la votación sobre este caso, de acuerdo con el artículo 17(2)(a) del Reglamento de la CIDH.
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